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RESOLUCIÓN 16/2026
En Vitoria-Gasteiz, a 27 de julio de 2026.
[bookmark: _Hlk191369236]El Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales de la Diputación Foral de Álava ha dictado la siguiente RESOLUCIÓN en el Recurso Especial en materia de contratación 7/26 – RE interpuesto por XXXXXXXXXXXXXXXXXXXX en nombre de IPAR LOCATION SERVICE, S.L. contra los pliegos del contrato de la “Asistencia Técnica a la Dirección de Desarrollo Económico e Innovación de la Diputación Foral de Álava en materia de promoción de la industria audiovisual en el Territorio” (expte ADM1-2026-0000001578).
Son partes en dicho recurso: como recurrente la mercantil IPAR LOCATION SERVICE, S.L., siendo el órgano de contratación la Diputada de Desarrollo Económico y Sostenibilidad (en adelante OC) y el tramitador del expediente el Servicio de Desarrollo Económico e Innovación.

ANTECEDENTES DE HECHO
[bookmark: _Hlk192098240]1º. - Mediante Orden Foral de OC número 232/2026, de 29 de junio, fue aprobado el expediente de contratación del servicio de “Asistencia Técnica a la Dirección de Desarrollo Económico e Innovación de la Diputación Foral de Álava en materia de promoción de la industria audiovisual en el Territorio”.
2º.- El expediente fue instruido por tramitación ordinaria y procedimiento abierto, según lo dispuesto en la LCSP. La licitación fue publicada en el perfil de contratante el 1 de julio de 2026, de forma que el plazo de presentación de ofertas finalizaría el 22 de julio.
3º.- El 3 de julio de 2025 tuvo entrada en el Registro Electrónico Común de la Diputación Foral de Álava el anuncio del recurso especial en materia de contratación (7/26-RE) señalado ut supra, siendo formalizado en esa misma fecha. En el recurso solicita, la adopción de la medida cautelar consistente en la suspensión de la presentación de ofertas, así como la suspensión del procedimiento de contratación.

4º. - En cumplimiento de lo previsto en el artículo 56.2 de la LCSP, se solicitó al OC el expediente administrativo y su informe sobre el RE, que fue remitido con fecha 7 de julio de 2026.
5º.- Posteriormente, este OAFRC procedió a dictar la Resolución 13/26, de 8 de julio, en la que se estimó la medida provisional de suspensión del procedimiento y del plazo concedido para la presentación de ofertas o proposiciones por los interesados. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - Tratándose de un contrato de servicios cuyo valor estimado (precio del contrato más posibles prórrogas previstas) asciende a 200.000,00 euros (IVA excluido), se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 44.1.a) de la LCSP para poder considerar el acto impugnado susceptible de recurso especial en materia de contratación. En concreto, son susceptibles de recurso especial los actos y decisiones relacionados en el apartado 2 del citado artículo, como  los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que establezcan las condiciones que deban regir la contratación. (art. 44.2.a).
SEGUNDO. – La competencia para resolver el presente recurso especial corresponde a este Órgano conforme a lo establecido en el art. 46.5 LCSP, y en el Decreto Foral del Consejo de Diputados 44/2010, de 28 de septiembre, cuyo apartado 2.1, relativo a las competencias, establece que “Corresponde al Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales el conocimiento y resolución de los recursos relativos a los contratos del sector público en los que sea parte la Diputación Foral de Álava o alguno de los órganos dependientes o vinculados a la misma y, en particular, los Organismos Autónomos Forales, las Sociedades Públicas Forales y todos aquellos poderes adjudicadores que estén bajo su control.” 
TERCERO. - El artículo 50 de la LCSP, establece que el procedimiento de recurso se iniciará mediante escrito que deberá presentarse en el plazo de quince días hábiles. En cuanto al inicio del citado plazo, se está al apartado 1 de este mismo artículo:“a) Cuando se interponga contra el anuncio de licitación, el plazo comenzará a contarse a partir del día siguiente al de su publicación en el perfil de contratante”.
Con fecha 1 de julio de 2026 el OC procedió a publicar en el perfil del contratante el anuncio de licitación del presente contrato. Por lo tanto, el recurso se encuentra presentado dentro del plazo de 15 días legalmente establecido.
CUARTO. - En lo que respecta a la legitimación concurre en el recurrente el interés recogido en el artículo 48 de la LCSP, según el cual “podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del recurso”.
QUINTO. – La recurrente IPAR LOCATION SERVICE, S.L., explica que está interesada y en disposición de presentar oferta en el procedimiento de contratación de referencia. Sin embargo, opina que los pliegos infringen los principios de libertad de acceso, proporcionalidad y no discriminación de la LCSP, por los siguientes motivos:
(i) Discute la legalidad del subcriterio de adjudicación marcado con el ordinal 2.1 ("Equipo de trabajo"), otorga hasta 20 puntos (de un máximo de 35 del criterio 2 y 50 del total de no evaluables mediante fórmula) a la "Experiencia trabajando con el sector local". Los pliegos especifican que se valorará haber participado en rodajes producidos por "productoras locales", acreditar experiencia en productoras que hayan desarrollado proyectos "en el Territorio Histórico de Álava" o con "asociaciones o agentes del sector a nivel local".
(ii) En relación con lo anterior, los pliegos establecen un umbral técnico de eliminación, determinando que "es necesaria la obtención en el apartado de criterios de adjudicación no evaluables mediante fórmulas de, al menos, 25 puntos para ser considerada la propuesta y pasar al análisis del apartado de criterios de adjudicación evaluable mediante fórmulas. En caso contrario, la propuesta será descartada.".
(iii) En el apartado Y) del Cuadro de Características, relativo a la subcontratación, se fija un "Porcentaje máximo de subcontratación" del 80%, a pesar de que el propio pliego indica expresamente en el mismo apartado que "No" existen tareas críticas reservadas a la ejecución directa del contratista principal. Ello va en contra del artículo 215 LCSP.
SEXTO. – En el informe elaborado al efecto, el órgano tramitador manifiesta que:
(i) El subcriterio 2.1 hace referencia a la oferta, no a la empresa, y la valoración hace referencia a las personas adscritas a la ejecución del contrato, no a la empresa licitadora, por lo que no se requiere de implantación territorial previa;
(ii) No se valora únicamente haber desarrollado proyectos dentro de los límites del Territorio Histórico de Álava, sino que la puntuación a otorgar se basará en el análisis de diferentes posibilidades;
(iii) Una de las tareas fundamentales del servicio consiste en mantener y desarrollar relaciones con el sector audiovisual local, además de facilitar la incorporación de profesionales locales a las producciones que se desarrollan en Álava, se estima este como un criterio relevante a valorar.
Por otra parte, no discute la alegación de la recurrente referente a la cláusula de subcontratación máxima.
SÉPTIMO. – Expuestas las posturas de las partes, la cuestión se centra en dilucidar si ambas cláusulas del cuadro de características son conformes a derecho. Comenzaremos analizando el subcriterio correspondiente al subcriterio de valoración 2.1, cuyo tenor literal es:
“2.1. Equipo de trabajo				                   		 Máximo 35 puntos. 
Se valorará el equipo propuesto para la prestación del servicio, en base a los siguientes criterios:
· Experiencia trabajando con el sector local: hasta 20 puntos. Se valorará haber participado en rodajes de largometrajes, series de televisión o documentales producidos por productoras locales, contar con experiencia trabajando directamente en productoras audiovisuales que hayan desarrollado largometrajes, series de televisión o documentales en el Territorio Histórico de Álava, experiencia trabajando con asociaciones o agentes del sector a nivel local, etc.
· Experiencia estatal e internacional y red de contactos: hasta 10 puntos. Se valorará haber participado en rodajes de largometrajes, series de televisión o documentales a nivel estatal o internacional o la red de contactos que aporte al proyecto (para ello, se indicará en la memoria el compromiso que la licitadora asume para poner en contacto a estos contactos con la Diputación Foral de Álava, indicando la relación concreta de agentes y/o contactos).
· Otros criterios: hasta 5 puntos. Se valorarán otras cuestiones como la formación adecuada a las funciones a realizar, el conocimiento de idiomas u otras cuestiones de interés para el proyecto.
Por ello, se facilitará en la Memoria toda la información necesaria para realizar una correcta valoración de la adecuación del perfil de la persona o personas propuestas a las necesidades expresadas en los Pliegos (experiencia previa, CV de la persona o personas, relación de rodajes en los que ha participado, identificación de contactos que se ponen a disposición del proyecto, etc.)”.
Este tipo de cláusulas, denominadas doctrinalmente como “de arraigo”, han sido analizadas por la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), de 27 de octubre de 2005, asunto C-234/03, ECLI:EU:C:2005:589 (apartado 25). Para la validación de los mismos, se han de verificar cuatro requisitos simultáneamente:
(i) que se apliquen de manera no discriminatoria, 
(ii) que estén justificadas por razones imperiosas de interés general,
(iii) que sean adecuadas para garantizar la realización del objetivo que persiguen y 
(iv) que no vayan más allá de lo necesario para alcanzar dicho objetivo, es decir, respetar el principio de proporcionalidad.
En cuanto a la primera de ellas, se verifica que la cláusula no es discriminatoria por cuanto no diferencia por razón de circunstancias personales de los licitadores, tales como su nacionalidad o su domicilio social. Ello es así, como bien indica el OC, porque el criterio valida la composición del equipo de trabajo adscrito al contrato y no a la empresa.
En cuanto a su justificación, adecuación y proporcionalidad, se ha de estar a la necesidad que el OC pretende cubrir. Por una parte, el artículo 116.4 de la LCSP impone la obligación de justificar en el expediente los criterios de adjudicación y su relación directa, clara y proporcional con el objeto del contrato, constituyendo la falta de motivación un vicio insubsanable (Resolución TACRC 1425/2025).
El OC, en el informe propuesta de inicio de expediente consigna de manera sucinta: “Los criterios de adjudicación elegidos señalados en el apartado M del Cuadro de Características, ponderan los criterios que se consideran más importantes de cara a que resulte elegida la oferta con mejor relación calidad-precio”, sin que se justifique totalmente la necesidad de vincular el criterio al territorio.
Por otra parte, el artículo 145.5 de la LCSP dispone que los criterios de adjudicación deben estar íntimamente ligados al objeto del contrato y permitir evaluar la mejor relación calidad precio. La Sentencia de TJUE de 17 de septiembre de 2002, Concordia Bus Finland, tras señalar que, a juicio de la Comisión, los criterios de adjudicación “deben ser objetivos, aplicables a todas las ofertas, estrictamente relacionados con el objeto del contrato de que se trate y suponer una ventaja económica que redunde en beneficio directo de la entidad adjudicadora”
Revisados los pliegos técnicos de la licitación, se verifica que las líneas de actuación del objeto del contrato son las siguientes:
“1. Asistir a la Diputación Foral de Álava en la prestación de los servicios habituales de atención a grupos de interés y acompañamiento a proyectos audiovisuales que se desarrollen en el territorio (Acompañamiento).
2. Realizar la promoción del territorio alavés como espacio para el desarrollo de proyectos audiovisuales, a través de campañas y eventos de promoción y comunicación, presencia en redes y foros, etc. (Promoción).
3. Colaborar y apoyar a la Diputación Foral de Álava en la relación con diferentes agentes sectoriales en la identificación de necesidades, retos e iniciativas para fortalecer el sector y talento local asociado a la actividad audiovisual (Industria)”.
El OC en su informe de contestación al recurso dice que una de las tareas fundamentales del servicio consiste en mantener y desarrollar relaciones con el sector audiovisual local, además de facilitar la incorporación de profesionales locales a las producciones que se desarrollan en Álava, se estima este como un criterio relevante a valorar.
A pesar de la consideración del OC, el TACRC considera en su resolución 910/2023 de 6 de julio que:“ sobre las cláusulas de arraigo territorial este Tribunal se ha pronunciado en repetidas ocasiones y las ha declarado ilegales siempre que se hayan impuesto como condiciones de solvencia técnica o como criterios de adjudicación (...)”.
En cuanto a la proporcionalidad, el propio TACRC, en su resolución 1425/2025, de 9 de octubre señala en un supuesto similar: “si así fuera (...) tendría que haberse configurado como compromiso de adscripción de medios y no como criterio de valoración”.
Por todo lo anterior, procede estimar la alegación realizada por la recurrente por cuanto consideramos que el criterio “experiencia trabajando en el sector local” es un criterio de arraigo territorial encubierto que no se justifica por razones de interés general ni respeta el principio de proporcionalidad, excediendo de lo necesario para lograr el objetivo perseguido.
OCTAVO. – En lo que respecta a la alegación referente al porcentaje de subcontratación máximo consignado en la carátula de los pliegos del contrato, lo primero que hay que reseñar es que la sentencia invocada por la recurrente (Asunto C-63/18, Vitali SpA) no se refiere a un supuesto análogo, sino que se trata de una cuestión referente a una Ley nacional, no a una decisión tomada por un poder adjudicador concreto.
Por ello, hemos de ir primero a la literalidad de la LCSP, en concreto a su artículo 215, que prohíbe, por un lado, que de la subcontratación se produzca una restricción efectiva de la competencia y, por otro, de forma independiente, permite que en los pliegos determinadas tareas críticas no puedan ser objeto de subcontratación, debiendo ser estas ejecutadas directamente por el contratista principal.
Así, el TACRC considera en su resolución número 734/2020, de 26 de junio: “De acuerdo con el artículo 215 de la LCSP la regla general es que el contratista pueda subcontratar la realización parcial de la prestación, si bien esta subcontratación puede ser total o parcialmente limitada reservándose todo o parte de la ejecución del contrato al contratista siempre y cuando los pliegos lo prevean así (...)”.
Como bien dice el TACRC, el contratista puede subcontratar la prestación de manera parcial, no total, tal y como se establece en la propia LCSP. Por otra parte, no se aprecia por este OAFRC que la cláusula recurrida (se permite la subcontratación de un 80% del total de la prestación) limite de manera restrictiva la competencia, aunque sí sería deseable que el OC estableciera qué tareas no debieran ser objeto de subcontratación, así como la obligación de indicar en la oferta la parte del contrato que tengan previsto subcontratar, señalando su importe, y el nombre o el perfil empresarial, definido por referencia a las condiciones de solvencia profesional o técnica, de los subcontratistas a los que se vaya a encomendar su realización (artículo 215.2.a) LCSP).

Vistos los preceptos legales de aplicación, este Órgano Foral de Recursos Contractuales emite la siguiente
RESOLUCIÓN
PRIMERO. - Estimar parcialmente el Recurso Especial 7/2026-RE interpuesto por IPAR LOCATION SERVICE, S.L. contra la licitación del contrato de la “Asistencia Técnica a la Dirección de Desarrollo Económico e Innovación de la Diputación Foral de Álava en materia de promoción de la industria audiovisual en el Territorio”, declarando la nulidad del criterio “experiencia trabajando con el sector local” y desestimando el resto de las cuestiones planteadas. 
SEGUNDO. - Levantar la suspensión acordada por Resolución 13/2026, de 8 de julio.
TERCERO. - Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la interposición de los recursos, por lo que no procede la imposición de sanción prevista en el artículo 58.2 de la LCSP. 
Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al de la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1.f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
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